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Resumen 

El presente artículo pretende analizar un tema de actualidad y de preocupación para los 
teóricos del derecho penal y la teoría del Estado, el cual es la protesta social como dere-
cho constitucional y sus procesos de criminalización y judicialización por parte del Estado 
colombiano. El tema que se propone estudiar aquí, tiene una estrecha relación con la con-
solidación o debacle del Estado social y de derecho colombiano, toda vez que la manera en 
que se maneja por parte del Estado la protesta social, deja entrever su carácter democrático 
o autoritario, teniendo siempre presente, que el derecho penal resulta ser un apéndice del 
derecho constitucional del Estado de derecho, y, en ese orden de ideas, un apéndice de la 
teoría del Estado.
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Por lo anterior, el análisis que se realiza de la temática planteada, busca desde una 
perspectiva crítica, determinar la situación actual que atraviesa el ejercicio del derecho 
constitucional a la protesta social, los desafíos que presenta la legislación ordinaria como 
normatividad de emergencia para la plena satisfacción de este derecho y como esos desafíos 
en contextos autoritarios, en donde adquiere preeminencia valores como la seguridad por 
encima de principios y valores superiores como la libertad, la pluralidad política y el disenso, 
han negado en la práctica el ejercicio de este derecho, retornándose a épocas de la Constitu-
ción de 1886 en donde se prohibía expresamente ejercer la protesta ciudadana.

En ese sentido, se analizará aquí los procesos de criminalización y judicialización de la 
protesta social ocurridos a partir de la entrada en vigencia de la Ley 1453 del 2011, también 
conocida como “ley de seguridad ciudadana”, en tanto política de Estado que mantiene los 
postulados del estado de emergencia dentro de la normatividad ordinaria, como herramienta 
para controlar las situaciones en momentos de pérdida de consenso y legitimidad. Bajo la 
misma línea de análisis, se buscará advertir que los procesos de criminalización y judicializa-
ción de la protesta social en Colombia han devenido en una concepción de la lucha popular 
como delito, susceptible de ser contenida mediante el derecho penal, de esta manera, el dere-
cho penal deviene en instrumento del poder para controlar y mantener el orden establecido, 
cumpliendo así una función política e ideológica que soslaya los principales principios libe-
rales y democráticos que debieran informar su práctica, constituyéndose así un paradigma 
autoritario de Estado en franca contravía con el Estado de derecho que pregona de manera 
formal la Constitución de 1991.

En concordancia con lo anterior, el presente trabajo de investigación busca demostrar 
la siguiente hipótesis de trabajo: “en oposición al modelo de Estado social y democrático de 
derecho declarado formalmente en la Constitución de 1991, opera en la realidad una versión 
autoritaria y anti democrática del Estado muy eficiente en términos de control social. En este 
contexto la orientación del sistema penal y de “seguridad ciudadana” se aleja del sistema 
garantista inherente al Estado de Derecho, para devenir en una suerte de derecho penal 
autoritario que considera a ciertas personas como enemigos de la sociedad, aplicándoles un 
derecho penal de emergencia incompatible con los principios del Estado de derecho.”
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Abstract 

This article aims to analyze a current issue and a concern to theorists of criminal law and the 
theory of the State, which is the social protest as a constitutional right and its processes of 
criminalization and prosecution by the Colombian State. The theme proposed to be studied 
here, has a close relationship with consolidation or debacle of social welfare law of Colombian 
Nation. This is due to the fact that the way the social protest is handled by the Government, 
suggests it’s democratic or authoritarian character, bearing in mind that criminal law turns out 
to be an appendage of the constitutional right of the rule of law, and therefore, an appendix to 
the theory of the State.

Due to the above, the analysis made of the proposed theme, is looking from a critical pers-
pective to determine the current situation in the exercise of the constitutional right to social 
protest, the challenges of ordinary legislation as regulations for emergency for full satisfaction 
of this right and the way how those challenges in authoritarian contexts, where takes pre-
cedence values such as safety above principles and higher values such as freedom, political 
pluralism and dissent; have denied in practice the exercise of this right, returning at times of 
the 1886 Constitution where it was expressly forbidden to exercise the citizen protest.

Under the same line of analysis, it will seek to warn that the processes of criminalization 
and prosecution of social protest in Colombia have become a conception of popular struggle 
as a crime, which could be contained through criminal law, thus, criminal law becomes an ins-
trument of power to control and maintain the established order, thus fulfilling a political and 
ideological function that circumvents the main liberal and democratic principles, that should 
inform their practice, thus becoming an authoritarian paradigm of state openly against the rule 
of law which formally proclaims the 1991 Constitution.

According to the above, this research work seeks to demonstrate the following working 
hypothesis: “as opposed to the model of social and democratic state of law, formally declared 
in the Constitution of 1991, in reality there operates an authoritarian and democratic version 
of State of Rule, very efficient in terms of social control. In this context, the orientation of the 
criminal system and “public safety” departs from the system of guarantees inherent in the rule 
of law; to become a kind of authoritarian criminal law considering certain people as enemies of 
society, applying criminal law emergency which is incompatible with the principles of the rule 
of law”.
Key words: Rule of law; Criminal law; state development

Introducción 

Mientras en Colombia se siga avanzando 
por el camino del desconocimiento de los 
derechos a partir de los cuales los ciudadanos 
pueden desarrollar su vida de manera digna, 

esto es, mientras no se satisfagan los derechos 
sociales y económicos de la población, mien-
tras la salud, la educación, el trabajo y la vida 
en sociedad sigan desarrollándose bajo pará-
metros de lucro y bajo relaciones utilitaristas 
que privilegian los intereses de los sectores 
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más poderosos en franco detrimento de los 
derechos de las mayorías, mientras se sigan 
generando políticas públicas que tiendan a 
profundizar estas estructuras de inequidades 
e injusticias, mayor será la responsabilidad 
como profesionales del derecho en analizar 
estas problemáticas y en develar los contex-
tos autoritarios que se presentan como telón 
de fondo en el desarrollo y perpetuación de 
estas estructuras.

Así, partiendo de la idea de que los movi-
mientos sociales se constituyen en actores 
de la transformación social, que continua-
mente ejercen resistencias contra el poder 
hegemónico, resistencia que en la mayoría 
de casos ha sido quebrada violentamente 
por las agencias de control del Estado, es 
que resulta necesario para el profesional del 
derecho tomar un papel activo en la defensa 
de los sectores sociales y sus legítimas pro-
testas, develando las situaciones históricas de 
abandono y exclusión de sectores sociales y 
las prácticas que se generan desde el poder 
estatal para controlar y señalar a individuos 
que considera peligrosos y amenazantes para 
el mantenimiento del poder establecido.

De esta forma, siendo el Estado el res-
ponsable del disfrute de los derechos de los 
ciudadanos, al tiempo que el principal actor 
en la violación de los derechos humanos de 
las personas que continuamente protestan 
por el cumplimiento y exigencia de sus 
derechos, es menester reclamar desde la 
academia y desde la organización política y 
social, una contención de este poder ilimi-
tado del Estado, que pasa sin lugar a dudas, 
por la exigencia y plena observancia de los 
lineamientos de la Constitución de 1991 y en 
materia penal, de la dogmática y principios 
liberales que informan la práctica penal, para 
que no se convierta este en una herramienta 

aniquiladora de sectores sociales antagónicos 
al Estado.

Así, se plantea como objetivo de la inves-
tigación el determinar y analizar las formas 
en que la legislación penal de emergencia res-
tringe el derecho constitucional a la protesta 
social, así como su utilización en la judicia-
lización de sectores sociales específicos en el 
marco de las protestas ciudadanas registradas 
en 2013 y 2014 en Colombia. De modo gene-
ral, interesa avanzar en la comprensión de las 
causas que llevan al Estado colombiano a cri-
minalizar ciertos sectores sociales específicos 
y mantener la protesta social silenciada, para 
así visualizar las concepciones ideológicas 
que se esconden en el desarrollo de estas 
prácticas, para develarlas y denunciarlas en 
aras de consolidar en debida forma el Estado 
de derecho. 

1. 	 ¿El autoritarismo ronda por 
ahí? estado de excepción 
y normalidad aparente en 
Colombia

En este apartado seguimos la tesis de Gior-
gio Agamben sobre el estado de excepción 
expuesta en el Homo sacer II, 1, como para-
digma especial de los gobiernos, pretendiendo 
transpolar sus premisas a la realidad reciente 
de Colombia, en particular, sus ideas sobre 
la excepcionalidad dentro de la formalidad 
institucional y su uso indiscriminado. Para 
ello adelantaremos a continuación algunas 
consideraciones sobre sus planteamientos.

Si quisiéramos adelantar una definición 
sobre el estado de excepción, Agamben adver-
tiría precisamente la dificultad de definir tal 
concepto por la “estrecha relación que este 
mantiene con la guerra civil, la insurrección 
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y la resistencia.” (2003, p. 10), sin embargo, el 
mismo autor indica que bien podría relacio-
narse el estado de excepción con la “respuesta 
inmediata del poder estatal a los conflictos 
internos más extremos, desatándose así una 
“guerra civil legal” (Ibíd) Cursiva y subrayado 
fuera del original.

El concepto de guerra civil legal se nos 
muestra de gran pertinencia para los propósi-
tos de la presente investigación, toda vez que 
nos permite dilucidar que la noción de estado 
de excepción se encuentra, como lo señala 
Agamben, en “un umbral de indeterminación 
entre democracia y absolutismo” (Ibíd, p. 11), 
se camufla entre estas dos corrientes. Es en 
este sentido que Agamben advierte que el 
estado de excepción tiende a presentarse 
cada vez más como paradigma de gobierno 
dominante en la política contemporánea, del 
cual, por supuesto, no se ha librado nuestro 
país. Explica el autor citado que:

El totalitarismo moderno puede ser defi-
nido, en este sentido, como la instauración, 
por medio del estado de excepción, de una 
guerra civil legal, que permite la eliminación 
física no sólo de los adversarios políticos, 
sino de categorías enteras de ciudadanos 
que por cualquier razón no sean integrables 
al sistema político. Desde entonces, la crea-
ción deliberada de un estado de excepción 
permanente (aunque eventualmente no 
declarado en sentido técnico) ha pasado 
a ser una de las prácticas esenciales de los 
Estados contemporáneos, incluidos los 
denominados democráticos (Ibíd., p. 11) 
Subrayado y cursiva fuera del original.

Lo anterior permite aclarar, que la figura 
de la excepcionalidad no aparece únicamente 
como dispositivo momentáneo del poder, 
como también lo ha señalado Foucault, sino 
que, por el contrario, deja ver a plena luz 

su naturaleza de paradigma constitutivo 
del orden jurídico, cuyo ejercicio regular y 
sistemático conduce necesariamente a la 
liquidación de la democracia aparejando a su 
vez nefastas consecuencias para el Estado de 
derecho. 

En ese sentido y en apoyo a la hipótesis que 
se pretende hacer valer en la presente inves-
tigación, según la cual, el modelo de Estado 
social y democrático de derecho en Colombia, 
está siendo socavado en la práctica por un 
modelo autoritario que crea enemigos y 
actúa, en consecuencia, promoviendo nocio-
nes de peligro y emergencia, para eliminarlos, 
toma aquí especial relevancia y soporte en 
la hipótesis que plantea Agamben, en donde 
sostiene que

...desde el momento en que el régimen 
democrático, con su complejo equilibrio 
de poderes, es concebido para funcionar 
en circunstancias normales, en tiempos de 
crisis, el gobierno constitucional debe ser 
transformado en la medida que sea necesa-
ria para neutralizar el peligro y restablecer 
la situación normal. Esta alteración implica 
inevitablemente un gobierno más fuerte: es 
decir, el gobierno tendrá más poder y los 
ciudadanos menos derechos (Ibíd., p. 19).

Con estas ideas en la cabeza legadas del 
pensamiento de Agamben, entraremos ahora 
a transpolar los anteriores postulados hacia la 
realidad reciente de Colombia, que no dista 
mucho de su realidad histórica, para demos-
trar cómo en el país opera, en contra posición 
al Estado social y democrático de derecho, un 
Estado de corte autoritario bajo mandatos de 
orden y control, cuya finalidad es el manteni-
miento de un status quo oficial.

En este sentido, bien afirma el profesor 
Marco Palacios en su libro Entre la legitimi-
dad y la violencia. Colombia 1875-1994 que 
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“en el Estado de derecho colombiano, el 
autoritarismo se expresó en estado de sitio 
permanente, arma jurídica empleada para 
neutralizar los efectos políticos y sociales de 
la creciente presencia de masas urbanas…” 
(1995, p. 189). En sentido similar se ha expre-
sado la Corte Constitucional al señalar que:

…durante la vigencia de la constitución 
anterior (la del 86) tanto se abusó de lo que 
entonces se denominaba estado de sitio, que 
la situación se hizo irrisoria por lo paradó-
jica: lo normal era lo anormal. Se vivía en 
permanente estado de sitio y, por tanto, la 
plena vigencia de los beneficios del Estado 
de Derecho sólo se daba en el papel. La 
práctica y la realidad eran bien diferentes” 
(Corte Constitucional, voto disidente del 
Honorable Magistrado Carlos Gaviria Díaz, 
a la sentencia C-127 de 1993. MP. Alejandro 
Martínez Caballero). 

Este contexto permanente y naturalizado 
donde lo normal era lo anormal y en el cual 
las disposiciones de la situación anormal, de 
emergencia continúan establecidas y en pleno 
vigor en el marco del restablecimiento de la 
normalidad, constituye una incongruencia 
de proporciones mayúsculas que mina los 
postulados básicos de nuestro sistema demo-
crático, social y de derecho trazado por la 
Constitución. 

Es precisamente esta incongruencia o 
contradicción la que se propuso zanjar en la 
Constituyente de 1991, así lo ha expuesto el 
profesor García Villegas en su artículo El cons-
titucionalismo perverso (citado en Uprimny & 
Sánchez, 2010), cuando señala que una de las 
apuestas de la Asamblea Nacional Constitu-
yente que dio origen a la Constitución de 1991, 
fue, precisamente, romper con la tradición del 
estado de sitio que operó casi de modo perma-
nente entre 1940 y 1990 en Colombia. Bajo su 

amparo –explican los autores citados– , “las 
graves restricciones o incluso las suspensio-
nes totales de los derechos individuales y la 
represión de la protesta social se convirtieron 
en rasgos característicos de la vida política. 
Protestar en tal contexto era un delito, no un 
derecho”1 (Uprimny & Sánchez, 2010, p. 47).

Aquí se nos pone de presente el derecho 
a la disidencia comprendido en la protesta 
social y ciudadana, cuyo disfrute se nos mues-
tra como indicador del clima democrático 
o no de un país, así pues, bajo el marco de 
la Constitución de 1886 y en el contexto del 
permanente estado de sitio, no se reconocía 
el derecho a disentir, ni tampoco sus mani-
festaciones de protesta ciudadana, toda vez 
que se consideraba como un delito, tal es así 
que el artículo 46 de la Constitución Nacional 
de aquella época sólo consagraba el derecho 
a la reunión pacífica, no a la manifestación, 
y advertía expresamente que las autoridades 
podían “disolver toda reunión que degenere 
en asonada o tumulto, o que obstruya las vías 
públicas” (art. 46, CN de 1886).

En un esfuerzo por desligarse de ese 
contexto –claramente autoritario–, la Cons-
titución del 91 ha reconocido el legítimo 
derecho a la resistencia. En efecto, el artículo 
1° de la Carta de 1991 define a Colombia como 
un Estado pluralista. El pluralismo es la ampli-
tud de la opción para ser distinto, en un marco 
de tolerancia por parte de los demás. Tal pre-
cepto es reiterado por el artículo 19 superior, 
que establece el derecho al libre desarrollo de 
la personalidad, una de cuyas manifestaciones 
es la libertad de opción política. Es por ello, 

1	 Como ejemplo de la legislación propia del estado 
de sitio véase en particular el Decreto 2195 de 
1976 expedido bajo el gobierno de Alfonso López 
Michelsen y el Estatuto de Seguridad de 1978 
expedido bajo el gobierno de Julio César Turbay.



Hugo Fernando Saidiza Peñuela y Jorge Enrique Carvajal Martínez

19Verba Iuris 35 • enero - junio 2016   • pp. 13-39  •  Bogotá D.C. Colombia • ISSN: 0121-3474

que la Constitución reconoció expresamente 
en su artículo 37 el derecho a la “reunión y 
manifestación pública y pacífica” al tiempo 
que determinó que “sólo la ley podría estable-
cer de manera expresa, los casos en los cuales 
se podría limitar el ejercicio de este derecho”. 
Además la Constitución también incorpora 
el derecho a la libertad de expresión (art. 20, 
CP), íntimamente vinculado al derecho a la 
protesta.

Frente a la restricción que la misma 
Constitución Política impone al ejercicio de 
este derecho, indicando que será la ley la que 
consigne expresamente los casos en los que se 
podrá limitar, explican el profesor Uprimny y 
la profesora Sánchez que:

En consonancia con esta reserva legal en 
materia del derecho a la protesta y con los 
límites que en la Constitución de 1991 fueron 
impuestos a los Estados de excepción, la Ley 
Estatutaria de los Estados de Excepción (ley 
137 de 1994) dispuso expresamente que en 
virtud de las facultades que se derivan de 
la declaratoria del Estado de Conmoción 
Interior, el gobierno no puede tipificar como 
delito los actos legítimos de la protesta social 
(art. 44) (Uprimny & Sánchez, 2010, p. 48) 
Cursivas fuera del original.

De lo anterior se puede afirmar, sin ningún 
conato de duda, que “la protesta social pací-
fica es un derecho constitucional en Colombia 
y, como tal, no puede ser criminalizada, ni 
aún bajo estado de excepción” (Ibíd). Con el 
objetivo de cumplir este y otros propósitos, se 
promovió, entonces, la creación de un Estado 
social y democrático de derecho que confinara 
los abusos del poder por parte del ejecutivo, 
y que sirviera como marco de contención de 
las siempre latentes pulsiones del Estado de 
policía “en lo relacionado con los temas de 
seguridad nacional y de orden público, para 

lo cual se propuso establecer un referente 
constitucional que señalara de forma clara 
los límites relacionados con estos aspectos” 
(Carvajal, 2008, p. 74).

El referido marco constitucional estable-
cido por la Carta Política para acotar el exceso 
de poder y hacer efectivos los derechos allí 
consagrados, tiene que ver principalmente 
con la regulación estricta de las declaratorias 
de estados de excepción, la independencia de 
la judicatura, el establecimiento de límites a las 
fuerzas militares, la protección constitucional 
de los derechos humanos fundamentales y la 
consagración de los derechos económicos, 
sociales, culturales y ambientales (en adelante 
DESCA), así como el reconocimiento de los 
tratados internacionales en materia de pro-
tección de los derechos humanos. Sin lugar a 
dudas, este marco de referencia constituye un 
gran avance en relación con la Constitución 
de 1886. 

Sin embargo, los cambios institucionales 
y el destacado rol que ha cumplido la Corte 
Constitucional -la cual ha procurado que los 
principios y valores que informan la Carta 
Política, tengan un profundo contenido mate-
rial y un efectivo cumplimiento- no han sido 
suficientes para contrarrestar los poderosos 
intereses de sectores políticos y económicos 
reticentes a la apertura democrática, que 
añoran un retorno a los viejos cauces del 
autoritarismo, la concentración del poder, la 
limitación de las libertades y derechos funda-
mentales, así como el desconocimiento de los 
DESCA.

Es así, que los círculos hegemónicos2 del 
poder político y económico colombiano, han 

2	 Comprendemos el concepto hegemonía siguiendo 
al autor italiano Antonio Gramsci como la 
cristalización de: (i) la intervención del poder (en 



«NUEVAS» LÓGICAS AUTORITARIAS Y CRISIS DEL ESTADO DE DERECHO EN COLOMBIA

20 Verba Iuris 35 • enero - junio 2016  • pp. 13-39  •  Bogotá D.C. Colombia • ISSN: 0121-3474

venido contribuyendo a la incursión de un 
modelo de seguridad que privilegia la inser-
ción de un tipo de Estado de corte autoritario 
y represivo que conduce al detrimento de las 
garantías individuales y al desconocimiento 
de las libertades fundamentales3. Lo anterior 
en abierta contradicción con los postulados 
del Estado de derecho –garantista–, que 
busca precisamente sujetar los poderes públi-
cos a la ley y, con ello, evitar la concentración 
de poder y la arbitrariedad a la que inevitable-
mente conduce. Lo anterior se evidencia con 
los no pocos intentos, de diferentes gobier-
nos, por adelantar contra reformas legales 
bajo la continua pretensión de desvirtuar los 
contenidos, principios y derechos de la Cons-
titución del 91, procurando volver –o más 
bien mantener–, los esquemas autoritarios 
de concentración del poder y restricción de 
derechos que la actual Constitución buscaba 
acabar.

En efecto, bajo las banderas del riesgo y 
la urgencia en materia de seguridad, se pro-
clamaron leyes y reformas constitucionales, 
como la Ley 684 de 2001 bajo el gobierno 
de Andrés Pastrana, así mismo, en el primer 

cualquiera de sus formas) sobre la vida cotidiana 
de los sujetos y (ii) en la colonización de todas y 
cada una de sus esferas, que ahora son relaciones 
de dominación. Este concepto no se reduce a la 
fuerza y la coerción, sino que se relaciona con las 
formas de consenso social activo, con lo cual se 
universaliza y expande una cierta concepción del 
mundo, un determinado proyecto de sociedad 
(Gramsci, 1981). 

3	 Al respecto es importante contextualizar si  la 
teoría del equilibrio de poderes constituye un 
soporte epistemológico que contribuya de manera 
real y efectiva a la superación de la problemática 
suscitada por la prevalencia del poder del alto 
tribunal de lo constitucional en Colombia (Aldana 
& Guarin, 2016)

gobierno de Uribe Vélez se promovió una 
reforma constitucional, Acto Legislativo 002 
de 2003, inscrito en la lucha frontal contra 
el terrorismo. Recientemente, en el primer 
gobierno de Juan Manuel Santos, se creó la 
Ley 1453 del 2011 “Ley de Seguridad Ciuda-
dana” como herramienta del poder político 
y económico para hacerle frente a las mani-
festaciones sociales que se preveían como 
reacción a las políticas económicas de corte 
neo-liberal del actual gobierno. 

Esta práctica de enfrentar las problemá-
ticas sociales haciendo uso inmediato del 
derecho penal es lo que se conoce como, 
populismo punitivo, caracterizado por una 
inmediata huida hacia el derecho penal 
como forma de enfrentar las problemáticas 
sociales agudizadas por modelos económicos 
regresivos y excluyentes, que actúa como una 
auténtica bomba de tiempo que amenaza con 
socavar los pilares en los que se fundamenta 
el Estado social y democrático de derecho.

En efecto Goldschmidt (1961), advertía que 
“los principios de la política criminal de un 
país constituyen precisamente el termómetro 
por el que se mide el carácter democrático o 
no de su ordenamiento jurídico” (p. 109) y lo 
cierto es que estas políticas de marcado tinte 
populista responden a una ideología autori-
taria de corte antidemocrático. Así, ante la 
pasmosa inoperatividad del aparato estatal 
colombiano y la profunda crisis en materia de 
políticas públicas eficientes y serias, que pro-
pendan por soluciones estructurales en temas 
tan diversos como lo social, lo laboral, lo 
cultural y ambiental, se ha venido delegando 
de manera irresponsable a la política crimi-
nal la función de contrarrestar, mediante la 
contención penal, los justos reclamos sociales 
que, en definitiva, lo único que buscan es que 
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“las instituciones operen conforme a sus fines 
manifiestos” (Zaffaroni, 2010, p. 2).

Una de las particularidades principales de 
este escenario antidemocrático, viene dada 
por la forma en que desde los escenarios 
de poder se enfrenta la protesta social. En 
efecto, los reclamos sociales vienen siendo 
criminalizados y judicializados, advirtiéndose 
el inmediato desplazamiento del tratamiento 
de los conflictos sociales hacia lo judicial-
penal. En este contexto, la lucha popular es 
relacionada con el delito siendo necesario un 
tratamiento penal, donde el objetivo del poder 
será someter la actividad política organizada, 
sobre todo aquella que devele y contradiga 
los designios del modelo económico y social 
impuestos, a un tratamiento criminal.

En efecto, aquellas sociedades insertas en 
modelos económicos excluyentes demandan 
para su sostenimiento la perpetuación de un 
determinado orden social –natural–, que le 
sea funcional y útil, al tiempo que buscará 
contener aquellas manifestaciones sociales y 
políticas que le sean adversas. Aquí el derecho 
penal se degrada a desempeñar una función 
–¡que jamás debiera cumplir!– de normaliza-
ción política. Se convierte en un arma política 
que permite cierta gobernabilidad, esto es, 
una “gobernanza a través del derecho penal” 
(Estrampes, 2006, p. 4)

En consecuencia, el poder estatal -y los 
intereses que en virtud de ese poder se pro-
tegen- se moverá como un péndulo, según 
las necesidades coyunturales lo exijan, entre 
la dualidad consenso-coerción (represión)4, 

4	 Utilizamos aquí la dualidad consenso-coerción 
como conceptos clave en el análisis gramsciano 
del Estado. Gramsci no abandona la dimensión 
coercitiva del Estado, sin embargo no lo reduce 
a dicha dimensión. Así el Estado se mueve entre 
el consenso y la coerción pues necesita que la 

de tal manera que cuanto más impopular y 
regresiva sea determinada política económica 
o social, más necesidades tendrá el poder 
estatal en afinar sus controles represivos para 
evitar cualquier intento de desestabilización. 
El poder hegemónico requerirá, entonces, 
controlar y contener aquellos individuos 
organizados que representan –según el ima-
ginario de los grupos de poder- un peligro 
potencial para que el resto de la sociedad 
acoja con beneplácito y resignación los desig-
nios del “orden social (natural)” impuesto, 
los cuales deberán ser objeto de medidas de 
contención preventiva con el propósito de 
adelantarse al riesgo virtual que personifican.

Aquí la función declarada del derecho 
penal, continuamente proclamada desde el 
poder, según la cual se pretende la protec-
ción de bienes jurídicos es puesta en duda y, 
más bien, se evidencia la función de negar, a 
través de la contención penal, la posibilidad 
de que los grupos sociales señalados como 
peligrosos, puedan constituirse como una 
alternativa de poder, resultando necesaria su 
eliminación. Desafortunadamente, la historia 
política colombiana nos ha legado varios 
ejemplos de eliminación de grupos que son 
señalados desde el poder como peligrosos, 
declarados como enemigos de la sociedad, 
para no ir muy lejos tenemos el ignominioso 
caso del genocidio del movimiento político 
Unión Patriótica5 y el actual intento infame 

sociedad civil consienta el proyecto del grupo 
dominante, aún más, es preciso que lo internalice 
como propio a partir de lo cual dicho proyecto se 
vuelve hegemónico (Citado en Musolino, 2009,  
p. 17).

5	 Para una comprensión del genocidio de la Unión 
Patriótica ver la sentencia de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos contra Colombia. 
Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia del 26 
de mayo del 2010 en donde se catalogó este asesi-
nato como un crimen de Estado. 
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de supresión política del movimiento social y 
político Marcha Patriótica.

En ambos casos, no se han ahorrado 
esfuerzos por parte del Estado colombiano 
en la utilización del poder punitivo para 
cumplir el propósito de silenciar al disidente, 
al pensamiento político alternativo, de crimi-
nalizar determinados sectores sociales, bajo 
el pretexto infundado del riesgo, la urgencia, 
la seguridad ciudadana, el terrorismo, en 
torno a la continuación de las lógicas del 
enemigo interno, propias de las otrora doc-
trinas de seguridad nacional. Así, surgen las 
denominadas leyes de seguridad ciudadana 
como correlato de las tesis de la doctrina 
de seguridad nacional, que acompañan la 
incursión de un modelo de Estado de corte 
paternalista que busca fomentar –discipli-
nar- determinados modelos de existencia que 
sean funcionales a los intereses de los grupos 
dominantes, y en contra posición, castigar 
aquellas desviaciones sociales que perturben 
o pongan en evidencia dichos intereses.

Bajo el contexto anteriormente descrito 
la protesta social deviene, como lo fue en 
el marco de la Constitución de 1886, en un 
delito, no en la manifestación de un derecho 
fundamental tal y como lo consagra el artí-
culo 37 de la Constitución. Tal consagración 
se da en un plano puramente simbólico, 
nominal pues no encuentra satisfacción 
alguna en la realidad social, más aún, viene 
siendo abiertamente desconocida por la legis-
lación colombiana, como es el caso de la Ley 
1453 también conocida como “Ley de Segu-
ridad Ciudadana” por sólo citar un ejemplo 
reciente.

A continuación se hará una breve refe-
rencia a las normas anteriormente citadas, 
remarcando que es en esta legislación en 
donde se puede establecer lo que Agamben 

ha denominado como “guerra civil legal”, 
concepto que, como se había adelantado, 
es fundamental para demostrar el manteni-
miento de parámetros de excepcionalidad 
dentro de un contexto de normalidad apa-
rente, siempre buscando reencauchar los 
postulados autoritarios. Se hará especial 
énfasis en la Ley 1453 de 2011 por ser la más 
reciente en la materia.6 Sobre la Ley 684 de 
2001, indica el profesor Carvajal, que:

…después del fracaso de los diálogos de 
paz entre el gobierno y las Farc, pretendía 
regular el manejo del orden público y tenía 
como trasfondo la aplicación permanente 
de medidas que chocaban abiertamente 
con el modelo de Estado constitucional 
y con el sistema de garantías establecido 
en la Carta Política. Por medio de esta ley 
se promovía la concentración del poder 
en cabeza del Presidente de la República, 
se intervenía en la independencia de la 

6	 En la actualidad cursan algunos Proyectos de Ley 
en el Congreso que agudizan los postulados de 
excepcionalidad dentro de la normatividad, en 
particular, genera especial preocupación que el 
11 de septiembre de 2013 el Ministro de Defensa 
presentará ante el Congreso de la República 
el proyecto de ley 091 por el cual se “propone 
modificar el tipo penal de Obstrucción a vías 
públicas que afecten el orden público (Art. 353 
A, Código Penal) suprimiendo la expresión “por 
medios ilícitos” la cual dificulta la judicialización en 
este tipo de situaciones, incluyendo el verbo rector 
de participación y adicionando como bien jurídico 
tutelado la afectación a la movilidad” Cámara de 
Representantes. Proyecto de ley 091 de 2013. Gaceta 
Oficial del 16 de septiembre de 2013. Exposición de 
Motivos. En materia de orden público. Justificación. 
En: http://perso.unifr.ch/derechopenal/assets/files 
/legislacion/1_20131008_01.pdf que busca ampliar 
aún más los tipos penales contenidos en la Ley 1453 
de 2011. Igualmente, la Policía Nacional ha usado 
la novedosa figura de “retención por protección” 
establecida en el Código Nacional de Policía para 
detener provisionalmente a personas que van a 
participar en manifestaciones.



Hugo Fernando Saidiza Peñuela y Jorge Enrique Carvajal Martínez

23Verba Iuris 35 • enero - junio 2016   • pp. 13-39  •  Bogotá D.C. Colombia • ISSN: 0121-3474

justicia, en particular de la Fiscalía General 
de la Nación, y se daban excesivas atribu-
ciones a miembros de las fuerzas armadas 
en el control del orden público, al otorgar-
les funciones de policía judicial y limitar 
el control del poder civil sobre estas. En 
síntesis, la Ley 684 de 2001 se convertiría 
en la instauración de un régimen político 
de corte autoritario, que implementaría 
nuevamente esquemas de control social 
que la Constitución de 1991 había tratado 
de superar. (Carvajal, 2008, p. 75)

Esta norma fue demandada ante la Corte 
Constitucional por sus protuberantes incom-
patibilidades con la Carta fundamental, 
siendo declarada inexequible por la sentencia 
C-251 de 2002, en la cual la Corte Constitu-
cional luego de sistematizar los principios 
constitucionales que enmarcan la actividad 
del legislador cuando pretende establecer 
una política de seguridad y defensa nacional, 
determinó que aquellos principios se veían 
socavados por la ley demandada. En particu-
lar indicó que:

Un Estado al servicio de la comunidad 
y de la dignidad humana: proscripción 
constitucional de cualquier forma de 
Estado organicista o totalitario
9- … Si el Estado se fundamenta en la dig-
nidad y derechos de la persona, entonces 
la preservación del orden público no es 
una finalidad en sí misma sino que cons-
tituye, como esta Corte lo ha dicho, “un 
valor subordinado al respeto a la dignidad 
humana”, por lo que, “la preservación del 
orden público lograda mediante la supre-
sión de las libertades públicas no es entonces 
compatible con el ideal democrático”7. 
(Cursivas dentro del original)

7	 Corte Constitucional. Sentencia C-024 de 1994, 
Fundamento 4.2.

…
Participación democrática, pluralismo y 
políticas de seguridad y defensa
19- En efecto, es claro que no existe ver-
daderamente democracia allí en donde no 
son protegidas las libertades de expresión, 
asociación y crítica, por citar sólo algunas, 
puesto que realmente no habría una delibe-
ración colectiva sobre los asuntos comunes.
… Conforme a lo anterior, el Estado demo-
crático pluralista niega que la política se 
mueva en una incesante dialéctica amigo 
enemigo, de tal suerte que quien no com-
parta una determinada estrategia política, 
económica o de seguridad definida por los 
órganos políticos pueda ser calificado como 
un enemigo de la Nación que debe ser perse-
guido. (Cursivas fuera del original)

Esta lógica perversa de amigo-enemigo, 
proscrita por la Corte Constitucional, que 
resulta incompatible con los postulados 
básicos que dan forma al modelo de Estado 
previsto en la Constitución de 1991, se 
mantuvo como esencia y fundamentación 
de la propuesta de Acto Legislativo 02 de 
20038, también conocido como «Estatuto 
antiterrorista», promovida durante el primer 
gobierno de Uribe Vélez. En esta reforma se 
pretendía, bajo el discurso de la lucha contra 
el terrorismo y la consecución de la seguri-
dad ciudadana, modificar la estructura del 
Estado, incluida la administración de justicia, 
concentrando el poder en una sola autoridad, 
el Ejecutivo. Esta reforma constitucional 
buscaba otorgar facultades judiciales a las 
fuerzas militares y autorizarlas para realizar 
procedimientos preventivos para combatir el 
terrorismo, lo que en la práctica hubiese signi-
ficado una abierta limitación de los derechos 

8	 Declarado inexequible mediante la sentencia C-816 
de 2004 por vicios de forma en su trámite.
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fundamentales relacionados con la libertad, 
la intimidad y la inviolabilidad del domicilio 
y la correspondencia.

El referido Acto Legislativo fue declarado 
inexequible por la Corte Constitucional, toda 
vez que el trámite en el Congreso adolecía de 
vicios de forma. Desafortunadamente el con-
trol realizado por la Corte no desarrolló los 
temas de fondo planteados en las demandas 
de inconstitucionalidad, que indicaban una 
extralimitación del Congreso en su función 
de reformar la Constitución, que más bien 
sustituía. 

El anterior análisis de la normatividad pro-
movida desde diferentes gobiernos, demuestra 
que en el fondo lo que se busca por parte del 
establecimiento es “privar al país de los princi-
pios de pluralidad y democracia estructurados 
en la Constitución, para impulsar la creación 
de un régimen de corte autoritario” (Carvajal, 
2008, p. 81). En este sentido, y como conse-
cuencia de este impulso autoritario, se hace 
necesaria una arremetida contra el tradicional 
derecho penal liberal o de garantías, el cual 
ha venido siendo remplazado por un derecho 
penal de emergencia como derecho penal del 
enemigo, cuyas características pueden rela-
cionarse con: 

… la anticipación de las barreras de puni-
ción (alcanzando a los actos preparatorios), 
la desproporción en las consecuencias 
jurídicas (penas como medidas de conten-
ción sin proporción con la lesión realmente 
inferida), el marcado debilitamiento de las 
garantías procesales y la identificación de 
los destinatarios mediante un fuerte giro al 
derecho penal de autor (Zaffaroni, 2011a,  
p. 15).

En este sentido, no deja de ser paradig-
mático que Colombia ostente el carácter de 

“democracia más antigua del continente”, 
sobre todo cuando se ponen de presente 
los persistentes modelos securitarios 
implementados en diferentes gobiernos. Ese 
carácter presuntamente democrático queda 
desmentido cuando desde el poder punitivo 
se opera tratando a algunos individuos como 
si no fuesen personas, sino más bien enemi-
gos, ello para combatir imaginarios factores 
de riesgo social convalidados incluso en la 
propia legislación como hemos advertido en 
precedencia.

Ahora bien, en lo concerniente a la Ley 
1453 de 20119, normatividad que resulta 
clave en la presente investigación, toda vez 
que ha servido como marco legislativo en la 
represión de los reclamos sociales realizados 
por sectores históricamente vulnerados, y 
que ha venido siendo utilizada en la judiciali-
zación de aquellas personas que se atrevieron 
a manifestar su descontento y desaprobación 
de las políticas de corte neo-liberal impulsa-
das por el actual gobierno de Juan Manuel 
Santos, es menester realizar una descripción 
más detallada.

1.1	 La Ley 1453 de 2011 como mecanismo de 
reacción a la protesta social inscrita en 
el derecho penal de emergencia

Los primeros años del período de gobierno del 
Presidente Santos estuvieron marcados por 
un reposicionamiento de la protesta social 
como factor protagónico de la vida pública 
en Colombia, en efecto, mientras en 2010 se 
habían presentado 1.142 manifestaciones, en 

9	 Por medio de la cual se reforma el Código Penal, 
Código de Procedimiento Penal, el Código de 
Infancia y Adolescencia, las reglas sobre extinción 
de dominio y se dictan otras disposiciones en 
materia de seguridad. 
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octubre de 2011 ya iban 1.57310. De acuerdo 
con la base de datos de luchas sociales del 
Centro de Investigación y Educación Popu-
lar (CINEP), en los primeros 11 meses de 
gobierno se registraron en promedio 2,5 
protestas por día, cifra que solo habría sido 
superada en 2007, de acuerdo con sus regis-
tros de más de 36 años (Delgado, García & 
Restrepo, 2011, p. 48 Citado en: La Protesta 
social en el primer gobierno de Juan Manuel 
Santos, 2014, p. 235). 

Durante el gobierno Santos las pro-
testas sociales han tenido como factores 
desencadenantes las políticas económicas 
de carácter neo-liberal que han afectado en 
manera considerable el mundo del campo, a 
los estudiantes, a los sectores de la salud y de 
los trabajadores, entre otros sectores sociales, 
en particular, la entrada en vigencia de los 
Tratados de Libre Comercio y la estrategia 
económica de las denominadas “locomotoras 
minero-energéticas”, han generado perversas 
consecuencias para sectores históricamente 
invisibilizados como el sector campesino.

El país aún recuerda las multitudinarias 
marchas de estudiantes de universidades 
públicas y privadas, que hicieron reversar 
la malograda reforma a la Ley 30, la cual 
pretendía ser un espaldarazo al “ánimo de 
lucro” en la educación superior. Asimismo, 
la sociedad colombiana recuerda también 
el paro nacional agrario y minero que tuvo 
paralizado al país durante casi un mes, en el 
cual participaron los más variados sectores 
sociales (campesino, minero, de transportes, 
sindical, de estudiantes, etc.), exigiendo 

10	 “Radiograf ía de la protesta social en Colombia”. 
Recuperado de: http://www.eltiempo.com/archi 
vo/documento/CMS-10480172 (Consultado: 2  
febrero de 2015).

al gobierno nacional soluciones prontas y 
estructurales frente a la crisis agropecuaria 
–en gran medida exacerbada por la entrada 
en vigencia de los tratados de libre comercio-, 
acceso a la propiedad de la tierra y en defini-
tiva, inversión social para la población urbana 
y rural que ha sufrido los efectos del actual 
modelo económico excluyente11. 

De fondo, se cuestiona la orientación 
neoliberal del gobierno, que se expresa en la 
mercantilización de la salud y la educación, 
su empeño en ahondar el modelo de acumu-
lación basado en la extracción de materias 
primas, principalmente minerales, y la pro-
moción de la inversión privada por parte de 
multinacionales. Aunque cada una de las pro-
testas tiene particularidades regionales, sus 
demandas responden a problemas producto 
de las orientaciones de la política económica 
del gobierno y se proyectan nacionalmente 
(Rodríguez, 2014, p. 237).

1.2 	Cronología de las protestas que más 
impacto generaron en la opinión 
pública

En octubre de 2011 tomó especial auge 
la protesta estudiantil, la cual se articuló 
como reacción a la propuesta del gobierno 
de reformar la Ley 30 de 1992 que regula el 
sistema de educación superior, presentada 
por el gobierno Santos en marzo de ese 
mismo año. El proyecto se centraba en la 
atracción de la inversión privada en las uni-
versidades públicas y el establecimiento de 
Instituciones de Educación Superior (IES) 
con ánimo de lucro. Esto generó profundo 
descontento entre directivas y estudiantes de 

11	 Ver Anexo 1. Allí se presenta un cuadro con las 
protestas que se sucedieron en el período 2010-
2014 en Colombia
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universidades públicas y privadas que veían 
en tales medidas una privatización de la edu-
cación, la lesión a la autonomía universitaria, 
el privilegio de la cobertura sobre la calidad y 
la concepción de la educación como negocio 
y no como derecho (Ibíd., p. 243).

La articulación del movimiento estudian-
til hizo rememorar las luchas estudiantiles 
y las movilizaciones de la década de los 70 
y 80, debido a su organización estructurada 
y a la gran imaginación en los mecanismos 
de protesta, de tal forma que cuando el 
gobierno presentó el proyecto de reforma, 
cuarenta universidades se habían declarado 
en paro. A partir de allí se dieron impor-
tantes y multitudinarias movilizaciones 
de estudiantes que destacaron por el buen 
comportamiento, y por las importantes y 
argumentadas iniciativas de reforma a la 
educación que pusieron en jaque al gobierno 
de Santos. Como consecuencia de la movili-
zación, el gobierno se vio en la obligación de 
retirar la propuesta de reforma en octubre, 
lo cual ha sido leído por la opinión pública 
como una de las grandes derrotas del 
gobierno y un paso en la construcción de 
una reforma que atendiera a las necesidades 
de la educación pública y de calidad. 

En el 2013 los niveles de protesta se 
incrementaron, así como su capacidad de 
afectación nacional. Entre el 25 de febrero 
y el 8 de marzo de 2013, en Colombia tuvo 
lugar la protesta más importante en la his-
toria del gremio cafetero, el Paro Nacional 
Cafetero. A él se vincularon más de 100 mil 
caficultores de 10 departamentos, quienes 
hicieron escuchar sus demandas mediante 
marchas, concentraciones y, sobre todo, 
el bloqueo de vías principales. La protesta 
provocó una crisis de gobernabilidad sin 
precedentes en la historia reciente; las 

afectaciones de la movilidad se tradujeron 
en el desabastecimiento y el incremento de 
los precios de bienes de primera necesidad 
en algunas ciudades, generando enormes 
pérdidas económicas (Ibíd., p. 246). El paro 
fue apoyado desde su comienzo hasta el 5 
de marzo por los transportadores de carga y 
en forma permanente por otros sectores del 
agro como los productores de papa, leche, 
cacao y arroz en distintos departamentos.

Otra protesta campesina tuvo lugar en 
junio de 2013, esta vez en la región del Cata-
tumbo. Allí, la Asociación de Campesinos del 
Catatumbo (Ascamcat) inició una manifes-
tación en contra de la erradicación forzada 
de cultivos ilícitos que pronto dio paso a 
una agenda de peticiones que denunciaba el 
abandono estatal de la región y demandaba la 
creación de una Zona de Reserva Campesina 
(ZRC). Más de 4.000 campesinos bloquearon 
las vía que conduce desde Tibú hasta Cúcuta 
durante 56 días12, en los que tuvieron que 
enfrentar el rigor de la represión por parte 
de la fuerza pública y las acusaciones del 
gobierno, según las cuales la protesta estaba 
dirigida por las FARC13, aunque la propuesta 
de formalizar allí una ZRC venía de mucho 
antes de que se iniciaran los diálogos de paz 
de La Habana (Restrepo, 2013). Las jornadas 
de protesta dejaron cuatro personas muertas 
y más de un centenar de heridos, con lo que 

12	 “4.000 campesinos del Catatumbo abandonan 
vías tras 53 días de protestas”. Recuperado de: 
http://www. elheraldo.co/noticias/nacional/4000-
campesinos-del-catatumbo-abandonan-vias-
tras-53-dias-de-protestas-119643 (Consultado: 5 
febrero de 2015). 

13	 “‘Quieren incendiar el país y no lo vamos a 
permitir’: Carrillo”. Recuperado de: http://www.
eltiempo.com/politica/ARTICULO-WEB-NEW_
NOTA_INTERIOR-12915465.html (Consultado: 8 
marzo de 2015). 
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se constató un viraje del gobierno hacia el 
aumento de la represión14.

Finalmente, el 19 de agosto de 2013, se 
desató en el país el paro nacional agrario, 
convocado por organizaciones sociales 
de todo tipo, campesinos, mineros, trans-
portadores, estudiantes tanto de sectores 
nacionales como regionales, ante el perma-
nente incumplimiento del gobierno central 
frente a los compromisos adquiridos con 
estos sectores para mejorar su situación de 
miseria en la que aún hoy en día se encuen-
tran. El Paro fue convocado por algunas 
organizaciones como la Mesa Nacional 
Agropecuaria y Popular de Interlocución y 
Acuerdo, que reúne varias organizaciones, 
entre ellas la Marcha Patriótica, y cuyas 
demandas se resumen en acceso a tierra y 
territorio para los campesinos, concertación 
de la política minera con las comunidades 
locales, inversión social y garantía de los 
derechos políticos, entre otras.

Asimismo, en la convocatoria al paro 
también participa el Coordinador Nacional 
Agrario (CNA), que comprende treinta orga-
nizaciones de 10 departamentos, entre ellas 
el Congreso de los Pueblos, y tiene una pla-
taforma programática basada en el rechazo a 
la gran minería y la protección de la minería 
tradicional, el rechazo de los TLC en nombre 
de la soberanía alimentaria y la condonación 
de deudas a pequeños productores, entre 
otros.

En los primeros días de la protesta, 
el gobierno trató de reducir al máximo 
su alcance, al menos en los medios de 

14	 “Lo que se juega en el Catatumbo”. Recuperado 
de: http://www.eltiempo.com/colombia/oriente 
/ARTICULO-WEB-NEW_NOTA_INTERIOR 
-12901160.html (Consultado: 18 marzo de 2015). 

comunicación15, aún se recuerda la des-
afortunada frase del presidente Santos al 
advertir que “el tal paro nacional agrario no 
existe”, al tiempo que desplegaba una serie 
de estrategias para desmovilizar la base del 
paro en las regiones, como la criminalización 
y judicialización de líderes sociales cercanos 
a las organizaciones que habían anunciado y 
organizado el paro, asimismo, fue recurrente 
la represión policial y las afirmaciones de 
miembros del gobierno según las cuales el 
paro estaba nuevamente infiltrado por las 
FARC, lo cual conllevó a un incremento de la 
protesta. 

Finalmente, en septiembre del 2013 el 
gobierno definió una agenda de negociación 
con las organizaciones que adelantaban el 
paro, para poner fin a las protestas y bloqueos 
y adelantar lo que se ha denominado como 
el Gran Pacto Agrario, como mecanismo 
para solucionar los problemas del campo y la 
redistribución de la tierra, sin embargo, este 
Pacto ha sido también desconocido por el 
gobierno y se han intensificado los conflictos 
sociales derivados de la concentración de la 
tierra, de los megaproyectos de infraestruc-
tura y de la minería a gran escala que siguen 
generando consecuencias muy negativas en 
las vidas de los campesinos y que ha mante-
nido los conflictos socio-ambientales.

Ante este panorama marcado por la 
protesta social y el inconformismo de la 
ciudadanía, el gobierno opto por la solución 
represiva, en efecto la sociedad colombiana 

15	 “Una estrategia, una amenaza y un golpe de suerte: 
así le bajó el Gobierno el perfil al paro”. Recuperado 
de: http://www.lasillavacia.com/historia/asi-fue-
la-estrategia-del-gobierno-para-bajarle-el-perfil-
al-paro-agrario-45450 (Consultado: 15 de mayo de 
2015).
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registró con indiferencia los reiterados actos 
de vulneración a los derechos humanos de los 
manifestantes. En este contexto, las golpizas, 
las amenazas, los insultos, los homicidios, las 
capturas masivas y las judicializaciones por 
parte de las agencias de control del orden 
público fueron la orden del día. Dichas accio-
nes del Estado colombiano demuestran una 
constante histórica de percibir al campesi-
nado, al estudiantado y a los líderes sociales 
como sujetos problemáticos susceptibles de 
ser disciplinados por parte de las agencias de 
control y del poder punitivo. 

Así la denominada Ley de Seguridad 
Ciudadana, de gran utilidad para los grupos 
de interés en la contención judicial de los 
manifestantes, se inscribirá en las lógicas de 
un derecho penal de cuño anti-liberal, en la 
cual se desconocen, abiertamente, las garan-
tías procesales de aquellos individuos que 
resultan ser los destinatarios de esta norma, 
entiéndase, aquellos señalados desde el poder 
como problemáticos, soslayándose de tajo el 
principio de igualdad ante la ley. Asimismo, 
esta ley se caracteriza por el aumento injusti-
ficado de las penas por actos que constituyen 
no un delito, sino el ejercicio de un derecho 
constitucional, todo lo cual haría transitar a 
Colombia de un Estado de derecho (declarado 
formalmente) a un Estado policial autoritario 
(operante en la realidad).

Valga la pena recordar aquí la norma-
tividad derivada del estado de sitio que 
perduró casi de manera permanente durante 
la segunda mitad del siglo XX en Colombia, 
en particular, el Decreto No. 1923 del 26 de 
septiembre de 1978, también conocido como 
Estatuto de Seguridad Nacional, el cual esta-
blecía en su artículo séptimo que

Se impondrá arresto inconmutable hasta 
por un año a quien o quienes: a) ocupen 

transitoriamente lugares públicos o abiertos 
al público, u oficinas de entidades públicas 
o privadas, con el fin de presionar una deci-
sión de autoridades legítimas, o de exhortar 
a la ciudadanía a la rebelión; b) Incitar a 
quebrantar la ley o a desobedecer a las auto-
ridades o desatiendan orden legítima de 
autoridad competente; c) Usen injustifica-
damente máscaras, mallas, antifaces u otros 
elementos destinados a ocultar la identidad 
o alteren, destruyan u oculten las placas de 
identificación de los vehículos…

Como una reproducción de esta normati-
vidad legada del estado de sitio en Colombia, 
la Ley 1453 del 2011 logró el sueño auto-
ritario de mantener estos preceptos como 
legislación permanente, en la manera en que 
fue descrita por Agamben, esto es, como 
guerra civil legal, así según el Ministro del 
Interior del momento en que fue sancio-
nada la ley, Germán Vargas Lleras, dicha 
ley pretendía constituirse como la herra-
mienta para “luchar contra la criminalidad 
organizada y el terrorismo”, vinculando a la 
comunidad en la prevención del delito. Se 
lee en la exposición de motivos de la Ley de 
Seguridad Ciudadana que

…El terrorismo y la criminalidad organizada 
son fenómenos que afectan gravemente la 
paz y la seguridad pública, convirtiéndose 
en medios para minar las bases del Estado 
de derecho y afectar a los ciudadanos en su 
vida, honra y bienes; razón por la cual, estos 
graves atentados contra la ciudadanía deben 
prevenirse y atacarse de manera decidida y 
ejemplar…16

16	 Exposición de motivos de la Ley 1453 del 2011, en 
http://www.mindefensa.gov.co/irj/go/km/docs/
Mindefensa/Documentos/descargas/Agenda%20
Legis lat iva/PL%20164-10%20Estatuto%20
seguridad%20ciudadana.pdf, (consultado 15 de 
mayo del 2015). 
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En este sentido, la Ley 1453 del 2011 
aumentó las penas, creó nuevos tipos penales 
de protección de bienes jurídicos artificiosos 
y en especial, fortaleció la idea de que ciertas 
conductas ciudadanas de protesta e incon-
formismo, debían contenerse a través del 
derecho penal, pretendiéndose escamotear, 
mediante la huida hacia el derecho penal, 
las políticas sociales y de orden político y 
económico requeridas en el país, en especial 
las políticas de orden agrario, así los cambios 
más problemáticos de la Ley son:

En el artículo 43 de la Ley 1453 del 2011 
se lee lo siguiente: “El que ejerza violencia 
contra servidor público, por razón de sus 
funciones o para obligarlo a ejecutar u 
omitir algún acto propio de su cargo o a 
realizar uno contrario a sus deberes ofi-
ciales, incurrirá en prisión de 4 a 8 años”, 
disposición que sin duda va dirigida funda-
mentalmente a criminalizar y judicializar 
a quienes, en una acción derivada de una 
protesta social, actúen bajo el ejercicio de 
la legítima defensa, protegiéndose del uso 
abusivo de la fuerza que ejerce el Escua-
drón Móvil Antidisturbios en las protestas, 
son de conocimiento público las graves 
violaciones a los derechos humanos, entre 
ellas, asesinatos, amenazas, uso de armas 
potencialmente riesgosas para la vida e 
integridad personal de los manifestantes, 
que ejerce esta institución en las reiteradas 
protestas.17

17	 Sobre las graves violaciones a los derechos humanos 
ejercidas por el Escuadrón Móvil Antidisturbios a 
lo largo de las protestas en 2013, ver entre otras las 
siguientes notas de prensa que dan cuenta de la 
necesidad de regular y controlar de manera efectiva 
esa institución cuyas prácticas contra la población 
civil constituyen graves crímenes debiendo ser 
efectivamente investigados por la Fiscalía. http://
www.derechos.org/nizkor/colombia/doc/paro18.

En el artículo 44 de la Ley de Seguridad 
Ciudadana se lee: “Obstrucción a vías públi-
cas que afecten el orden público. El que por 
medios ilícitos incite, dirija, constriña o 
proporcione los medios para obstaculizar de 
manera temporal o permanente, selectiva 
o general, las vías o la infraestructura de 
transporte de tal manera que atente contra 
la vida humana, la salud pública, la seguridad 
alimentaria, el medio ambiente o el derecho 
al trabajo, incurrirá en prisión de veinticuatro 
(24) a cuarenta y ocho meses (48) y multa de 
trece (13) a setenta y cinco (75) salarios míni-
mos legales mensuales vigentes y pérdida de 
inhabilidad de derechos y funciones públicas 
por el mismo término de la pena de prisión. 
Parágrafo: Se excluyen del presente artículo 
las movilizaciones realizadas con permiso 
de la autoridad competente en el marco del 
artículo 37 de la Constitución Política”.

El anterior artículo debe leerse en concor-
dancia con el artículo 45 el cual indica que 
la “perturbación en el servicio de transporte 
público, colectivo u oficial. El que por cual-
quier medio ilícito imposibilite la circulación 
o dañe nave, aeronave, vehículo o medio 
motorizado destinado al transporte público 
colectivo o vehículo oficial, incurrirá en una 
prisión de 4 a 8 años y una multa de 13.33 a 75 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.”

Sobre los artículos mencionados valga 
la pena resaltar varias cosas. Sea lo primero 
advertir el elevado monto que se prevé como 
pena por el ejercicio de un derecho ciuda-
dano constitucional, previsto taxativamente 
en el artículo 37 de la Constitución Política, 
es claro que ejercer el derecho de protesta 
queda proscrito tal y como se estipulaba en 

html; http://www.semana.com/opinion/articulo/
que-hacer-esmad/351678-3 
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virtud de la Constitución de 1886 y como 
se consagraba en la legislación producto del 
estado de sitio mencionada anteriormente, 
es decir, los postulados autoritarios de ese 
pasado histórico siguen manteniéndose, figu-
rando en la legislación ordinaria.

En segundo lugar, vale destacar que 
la Constitución Política de Colombia en 
ningún lugar establece que para protestar 
se requiera permiso previo de la autoridad 
pública, situación que se torna especialmente 
anti-democrática e inconveniente si se tiene 
en cuenta además que la protesta social es 
por esencia coyuntural, intempestiva, hace 
parte de la indignación constante en contra 
de instituciones que no actúan conforme 
a sus fines manifiestos, la gran mayoría de 
las marchas, manifestaciones, mítines o 
concentraciones se desarrollan sin permiso 
de autoridad alguna, es más se realizan en 
contra de la autoridad establecida, pues por 
una parte, constituye un derecho ciudadano 
el ejercer la protesta y, por otra, éstas se 
desarrollan como resultado de situaciones 
de indignación espontáneas imposibles de 
prever.

Partiendo de esta realidad, no cabe duda 
alguna sobre la intención de la norma de pro-
hibir que los colombianos acudan a medidas 
históricas y legítimas para expresar el incon-
formismo social; ha sido precisamente, la 
protesta social y la manifestación pública la 
que ha posibilitado cambios sustanciales en la 
política pública y en la forma de concebir 
el poder político y el Estado, por ejemplo el 
movimiento de la séptima papeleta, movi-
miento estudiantil y ciudadano que mediante 
manifestaciones y presiones legítimas 
abrió el camino necesario para discutir 
sobre la necesidad de una nueva Constitu-
ción en Colombia, dando nacimiento a la 

Constitución de 1991, de esta manera han 
sido las calles, las vías públicas, las plazas 
centrales de las ciudades, las carreteras, los 
lugares tradicionales donde la ciudadanía 
se ha expresado, entre otras, porque los 
mecanismos tradicionales para expresar el 
inconformismo han sido sistemáticamente 
vedados para los sectores contestatarios.

En consecuencia con lo anterior, no cabe 
duda tampoco sobre la redacción e intención 
autoritaria de la norma, se decanta su tinte 
antidemocrático y aniquilador de la diferen-
cia, de la protesta, volvemos, a través de esta 
norma a las viejas épocas del estado de sitio, 
o más bien como lo indica Agamben al estado 
de excepción dentro de una aparente nor-
malidad, incluso dentro de la formalidad del 
Estado de derecho, se traslada la lucha social 
hacia la normativa, escenario de la disputa y 
de guerra en la cual quien mantiene el poder 
busca aniquilar a los que considera enemigos, 
sobre los que recae el poder punitivo del 
Estado con toda la fuerza y el desconoci-
miento de los principios limitadores de ese 
poder autoritario y desregulado.

Ahora bien, el artículo 10 de la norma 
analizada expresa que el “Empleo o lanza-
miento de sustancias u objetos peligrosos. 
La pena será de 80 a 180 meses de prisión y 
multa de 134 a 750 salarios mínimos men-
suales vigentes, cuando la conducta se realice 
con fines terroristas o contra miembros de 
la fuerza pública. La pena se aumentará de 
una tercera parte a la mitad cuando el objeto 
lanzado corresponda a artefactos explosivos, 
elementos incendiarios, o sustancias quími-
cas que pongan en riesgo la vida, la integridad 
personal o los bienes.”

Además del aumento de pena por este 
delito, resulta evidente la ambigüedad 
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contenida en el inciso segundo del artículo, 
que podría conllevar a criterios subjetivos de 
interpretación, situación que riñe claramente 
con el principio de legalidad en su vertiente de 
tipicidad estricta, es decir, que la norma penal 
debe ser lo más clara y determinada posible 
para impedir el criterio interpretativo o 
extensivo del operador judicial, así como esta 
descrita la norma se faculta al ente acusador 
para que a su libre arbitrio llene los espacios 
que la norma no contempla, para determinar 
qué tipo de objeto resulta peligroso o riesgoso 
para la vida de los otros, incluso que pueda 
ser riesgoso para las cosas, para los bienes. 
Este tipo de normas claramente no atienden 
con rigurosidad los preceptos legados por 
Ferrajoli sobre la legalidad en sentido estricto 
y sobre los criterios de necesidad de la ley 
penal. Sobre lo anterior se ha expresado el 
hoy Ministro de Justicia Yesid Reyes Alvarado 
al indicar sobre esta norma que:

… de ahora en adelante quien sea sorpren-
dido dentro de un escenario deportivo o 
cultural en posesión de un libro abultado, 
un radio, un celular, unas pilas o un para-
guas, podrá ser sometido a sanción penal 
si un perito considera que cualquiera de 
esos objetos tiene la condición de peligroso, 
concluyendo de esto que “resulta más 
preocupante que conductas tan imprecisas 
y poco claras como la de portar objetos peli-
grosos sean criminalizadas, con evidente 
violación al principio de tipicidad. Porque 
puede ser discutible si un determinado 
objeto es o no peligroso, pero lo que no 
admite ninguna duda es que esta clase de 
normas son un peligro para la comunidad18.

18	 Reyes Alvarado, Yesid. Sobre leyes y otros 
instrumentos peligrosos. El Espectador. 26 de 
mayo de 2011. En: http://www.elespectador.com/
impreso/opinion/columna-272960-sobre-leyes-y-
otros-instrumentos-peligrosos 

El texto de esta ley, además de ser abier-
tamente represivo, continúa con la tendencia 
“peligrosista” e incluso antepone criterios 
del viejo y peligroso derecho penal de autor, 
lo cual hace retroceder al derecho penal a 
su etapa más primitiva, aquella en la que los 
controles derivados por la dogmática penal, 
por los principios de limitación del poder 
punitivo no son atendidos, esto es, a épocas 
en las que el soberano determinaba y señalaba 
como no ciudadanos a quienes le disputaban 
su poder, así la Ley de seguridad ciudadana 
al imponer en el artículo 28 modificatorio del 
artículo 68 A de la ley 906, la exclusión de los 
beneficios y subrogados penales para aquellas 
personas que hayan sido condenadas por 
delito doloso o preterintencional dentro de 
los cinco años anteriores; conserva la tenden-
cia de considerar la restricción de la libertad 
como regla general y no como excepción, 
atendiendo claramente a parámetros sobre el 
autor y no sobre el hecho cometido y por el 
cual se le investiga y juzga.

El criterio de la peligrosidad, como postu-
lado básico de la acción represiva del Estado, 
difumina los principios del derecho penal 
liberal y relega, por tanto, a un plano secun-
dario la tipicidad del delito. A lo que hay que 
atender, entonces, para poner en marcha 
esa acción y llevarla hasta sus consecuen-
cias últimas, no es a que el comportamiento 
observado por el sujeto, y rigurosamente 
verificado por el juez, coincida de modo 
incuestionable con la conducta nítidamente 
descrita en las normas (que sea típica) sino 
a que parezca socialmente peligroso, no 
importa cuán inconsistente y gaseoso sea 
el concepto mismo de peligrosidad (Corte 
Constitucional, voto disidente del Hono-
rable Magistrado Carlos Gaviria Díaz, a la 
sentencia C-127 de 1993. MP. Alejandro 
Martínez Caballero).
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La Ley de Seguridad Ciudadana forma 
parte de un conjunto de normas, aprobadas 
o en discusión, que buscan continuar y 
perpetuar la implementación de medidas 
de carácter económico, político y social que 
atiende exclusivamente a los intereses de 
grandes empresas y grupos empresariales 
que se han enriquecido a costas del progreso 
real del país, así el gran capital transnacional 
es el único que se beneficia de las leyes de 
represión punitiva, pues caen como anillo al 
dedo, para mantener situaciones de explota-
ción y de aprovechamiento de los recursos 
que pertenecen a las comunidades y a sus 
territorios.

El actual gobierno ha favorecido la trans-
formación de la estructura del Estado a favor 
de intereses foráneos, así se demuestra en la 
aprobación del Plan Nacional de Desarrollo 
2010-2014 y del actual Plan Nacional de 
Desarrollo 2014-2018 que profundiza los 
conflictos socio-ambientales y la disputa por 
el control de la tierra. La aprobación de estas 
leyes hacía prever el aumento del rechazo 
de grandes sectores sociales acentuándose 
la protesta social; por este motivo, la Ley 
de Seguridad Ciudadana, busca dotar a la 
clase detentadora del poder de herramientas 
legales –pero ilegítimas– para reprimir el 
descontento social generalizado, esto es 
promover un nuevo escenario de guerra 
contemplado en la normatividad. 

Como se observa, la Ley de Seguridad 
Ciudadana del gobierno Santos en nada 
se diferencia del cuestionado Estatuto de 
Seguridad Nacional de Turbay; época en que 
aumentaron considerablemente los presos 
políticos, la desaparición forzada y la tor-
tura de luchadores y luchadoras populares; 
situación que no dista en nada, de la actual 
persecución contra líderes y lideresas de 

oposición, contra movimientos sociales cada 
vez más articulados y organizados, contra 
líderes campesinos y sociales señalados 
como colaboradores del terrorismo y con 
los altos índices de judicialización de ciuda-
danos por el hecho de ejercer sus derechos 
a la protesta y al inconformismo ciudadano 
como lo demuestran las siguientes gráficas.

Se evidencia así que la verdadera inten-
ción de esta ley, es la de inmovilizar la 
protesta social en Colombia, así como la 
pretensión de inocuizar (término extraído 
del positivismo en materia penal) a aquellas 
personas que resulten molestas para el statu 
quo imperante en el país. En el contexto y 
panorama nacional, es claro que el gobierno 
de Santos, al igual que los gobiernos ante-
riores a él, los dos mandatos de Uribe Vélez 
y el período de Andrés Pastrana buscan 
afanosamente utilizar cualquier medio que 
les es posible para retornar a los postulados 
autoritarios de la constitución de 1886, 
desconociendo los alcances y progresos de la 
Carta de 1991.

1.3	La Ley de Seguridad Ciudadana 
y su aplicación en la represión del 
movimiento social en Colombia

Según el Cinep “los movimientos sociales 
comprenden todas las acciones colectivas 
de cierta permanencia que se orientan a 
enfrentar injusticias, desigualdades o exclu-
siones, pero que no se limitan a la resistencia 
sino que hacen propuestas”.19 En ese sen-
tido, la Base de Datos de Luchas Sociales del 

19	 Base de datos de luchas sociales, Cinep, en 
http://www.cinep2015.org/Old/2014_V1/index.
php?option=com_content&view=section&layout=
blog&id=39&Itemid=90&lang=es (consultado 15 
de junio del 2015)
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Cinep, registró un total de 1.027 protestas 
en Colombia durante el 2013, el mayor 
número de luchas desde 1975.20 Este inusi-
tado nivel de movilización social se explica 
por variantes como: 1) la disputa del modelo 
económico aperturista y extractivista; 2) el 
rechazo generalizado a la forma en que desde 
el Estado se manejan los conflictos sociales; 
y 3) la construcción de nuevas ciudadanías 
signadas por la autonomía y la dignidad, que 
buscan el reconocimiento efectivo de sus 
derechos, negados sistemáticamente por el 
actual gobierno y los anteriores.

Diferentes motivos dieron lugar a las luchas 
sociales durante 2013, destacándose los masi-
vos paros agrarios, de mineros artesanales, 
camioneros y estibadores de puertos, las 
huelgas laborales en empresas multinaciona-
les mineras y petroleras, ceses de actividades 
estudiantiles convocadas por la Mesa Amplia 
Nacional Estudiantil (Mane), huelgas de 
trabajadores de clínicas y hospitales vincu-
lados a las “Marchas de las batas blancas”, 
y paros cívicos motivados por carencias de 
servicios públicos o asociados con actividades 
extractivas. 

Las manifestaciones sociales cobraron 
relevancia por las reivindicaciones que expre-
saron y las redes de conflictos que develaron, 
por su duración, su amplia cobertura geo-
gráfica, la participación de diversos sectores 
sociales y la solidaridad que despertaron –a 
pesar de haber sido menospreciados y repri-
midos por instancias gubernamentales–, y por 
haber puesto en cuestión la gobernabilidad 

20	 Informe especial Luchas sociales en Colombia 
2013, Cinep, en https://lalibertad1asuntodetodxs.
files.wordpress.com/2014/05/informe-especial-
cinep-protestas-2013.pdf (consultado 15 de junio 
del 2015)

del presidente Santos. Lo anterior, sirvió para 
que el gobierno intentará desconocer y crimi-
nalizar la movilización social como sucedió 
durante el Paro Nacional Agrario, utilizando 
para tal efecto la normatividad aquí estudiada, 
sin embargo, ello no sirvió para desconocer la 
visibilidad del proceso social, ni su resonancia 
y, por el contrario, forzaron la convocatoria 
de mesas de negociación con agentes guber-
namentales y empresas privadas.

Según cifras del Informe sobre Protesta 
Social y Derechos Humanos, realizado por 
la Coordinación Colombia, Europa, Estados 
Unidos realizado en el marco de una audien-
cia sobre protesta social y derechos humanos 
en la sede de la Comisión Interamericana de 
Derechos humanos, se indicó que luego de 
hacer una búsqueda de diferentes denuncias 
realizadas por diferentes organizaciones 
sociales y de derechos humanos, medios 
de comunicación e inclusive de fuentes 
oficiales, se encontró que en el marco del 
Paro Agrario Nacional 902 personas fueron 
víctimas de algún tipo de agresión. Del total 
de los casos, 15 personas fueron asesina-
das, 7 víctimas de algún tipo de acto cruel 
o tortura, entre ellos un abuso sexual; 315 
personas detenidas arbitrariamente, 40 per-
sonas víctimas de fuertes golpizas, 329 que 
a causa de los ataques, resultaron con algún 
tipo de lesión y/o herida y 5 personas con 
heridas graves que les derivó incapacidad.21 

21	 Informe sobre protesta social y derechos 
humanos, en http://www.ddhhcolombia.org.co/ 
sites/default/files/files/pdf/CCEEU%20y%20
Movice_Informe%20ante%20CIDH%20sobre%20
Criminalizacin%20de%20la%20Protesta%20
Social%20en%20Colombia.pdf (consultado 20 de 
junio de 2015).
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Gráfico 2. Detenciones por Departamento
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Las gráficas anteriores advierten el elevado 
número de personas que fueron detenidas 
durante la época en que se registró el Paro 
Nacional Agrario, siendo los departamentos 
de Boyacá, Cundinamarca, Nariño, Tolima 
y Valle los que más registraron personas 
detenidas, asimismo las gráficas advierten 
una constante y es las pocas personas que 
son efectivamente judicializadas por estos 

hechos, ya que la intención es capturar pre-
ventivamente para desalentar las protestas y 
como mecanismo de represión preventivo, 
así lo advierte el profesor Uprimny y la pro-
fesora Sánchez:

En lo que respecta al nivel de riesgo que se 
da en la aplicación, los problemas varían 
según la entidad de los agentes del sistema 
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penal. Así, es factible que el riesgo del uso 
abusivo del derecho penal se concrete en las 
etapas iniciales de un proceso de criminali-
zación –la detención o la investigación en 
la Fiscalía– y que en muchos casos se quede 
simplemente ahí, mientras que es más 
factible que los casos de aplicación de tipos 
penales problemáticos lleguen a instancias 
más avanzadas –el juicio o la condena–. (…) 
Aunque claramente cabe distinguir grados 
de intensidad en la criminalización pues no 
es lo mismo la apertura de una indagación 
preliminar que no conduce finalmente a la 
formulación de acusación, a la condena en 
virtud de la cual la persona es sometida a 
una pena privativa de la libertad, en materia 
de protesta social muchas veces las restric-
ciones a la libertad de expresión operan a 
través del despliegue inicial de dispositivos 
penales como formas de amedrentamiento 
para desalentar la protesta en casos en los 
que se sabe de antemano la dificultad de 
que se concrete una condena o, incluso, de 
que se adelante un proceso penal hasta la 
etapa de juicio (2010, p. 50).

De esta manera, 7 artículos de la Ley 
1453 de 2011 fueron utilizados para la judi-
cialización de los manifestantes, 70% de los 
detenidos fueron sindicados de “obstrucción 
de vía pública” y/o “perturbación al servicio 
de transporte colectivo u oficial”. El 90% 
quedó en libertad, lo que demuestra el abuso 
en la figura de la detención preventiva y de 
la función policial, como bien lo aseguran los 
profesores citados en precedencia.

La Ley de seguridad ciudadana se 
convierte así en claro ejemplo de criminali-
zación de la protesta al punto de ilegalizarla, 
haciendo transitar al Estado colombiano a 
un verdadero Estado de corte autoritario y 
antidemocrático, volviendo a las épocas del 
artículo 46 de la Constitución de 1886 en la 

cual el ejercicio de la disidencia, de la pro-
testa ciudadana se consideraba ilegal, ahora 
mediante la aplicación de esta Ley la protesta 
ciudadana se criminaliza hasta el punto de 
volver nugatorio el derecho consagrado en 
el artículo 37 de la actual Constitución, esto 
es tornándose la protesta igualmente ilegal 
como lo era bajo la égida de la Constitución 
anterior.

Como se pretende advertir acá, los dife-
rentes modelos de políticas securitarias 
desarrollados en el caso colombiano, en par-
ticular el modelo que apareja la normatividad 
aquí reseñada, bajo las características de 
constantes estados de excepción –no siempre 
declarados de manera formal–, deforman el 
derecho penal y lo rebajan a un derecho penal 
de emergencia que crea y judicializa enemi-
gos, siendo este un factor determinante para 
poner en duda la integridad de la concepción 
Estado de derecho como es entendida en este 
trabajo y como se mencionó anteriormente.

Con lo dicho, es obvio que no es posible 
hablar de Estado social de derecho y de 
democracia en la práctica, donde los estados 
de excepción son una estrategia del poder 
para hacer lo que normativamente en estados 
de normalidad no es permitido, más aún, 
para mantener la excepcionalidad como regla 
general y adecuarla a normativas permanen-
tes cuyo trámite se da de manera ordinaria 
por el Congreso, esto es sin los requisitos 
especiales del trámite de una ley estatutaria, 
como las que se requieren para declarar esta-
dos de sitio.

Así la cosas, si el derecho penal no logra 
que el poder jurídico asuma la función de 
optar por un derecho penal mínimo que no 
criminalice los conflictos sociales y políticos, 
esto es que quienes protestan sean tratados 
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como ciudadanos, no como delincuentes, ni 
mucho menos como enemigos, lamentable-
mente habrá fracasado y con él habrá caído el 
Estado de derecho. En tal sentido el derecho 
penal se debe entender como un apéndice 
indispensable del derecho constitucional del 
Estado de derecho, que debe prevalecer ante 
el siempre latente Estado de policía. Ante 
esta realidad, no estará de menos cualquier 
esfuerzo que se realice desde la academia y 
el activismo social para develar está realidad 
y contribuir a su transformación bajo la 
incesante lucha por construir realmente un 
Estado de derecho, en ese sentido esperamos 
que el actual trabajo sirva para develar los 
contenidos antidemocráticos de leyes como 
la 1453 de 2011 contribuyendo de esa manera 
a la construcción de un verdadero Estado de 
derecho en Colombia.

Conclusiones

Sea lo primero resaltar el elevado número y 
reposicionamiento de las protestas populares 
y de los movimientos sociales en Colombia, 
en su objetivo de resistir a las malogradas 
reformas neo-liberales impuestas por los 
gobiernos de turno y por construir un pro-
yecto de sociedad distinto al operante, los 
movimientos sociales de campesinos, estu-
diantes, indígenas y demás conglomerados 
han ido fortaleciendo sus redes de unidad y 
acción, llegando incluso a hacer echar para 
atrás reformas como la estudiantil y poniendo 
en jaque la estabilidad y legitimidad del actual 
gobierno. Más allá de las movilizaciones en 
las calles, plazas públicas, carreteras, etc., los 
movimientos sociales se alzan como posi-
bilidad o alternativa al poder, desdicen del 
discurso dominante que invita a la inacción, 
la resignación y el miedo para construir desde 

las bases los cimientos de una sociedad más 
equitativa, productiva y llena de dignidad.

De esta manera, cuando el Estado colom-
biano busca criminalizar la protesta social y 
contener a los líderes de las movilizaciones 
haciendo uso del derecho penal de emer-
gencia, es decir cuándo se va rastrillando el 
Código Penal y se van adicionando delitos 
que protegen bienes jurídicos superfluos con 
el fin de encauzar penalmente a quienes no 
tienen otra salida, otra forma de expresión 
social que la protesta, los gobiernos no sólo 
están desconociendo en la práctica el carác-
ter democrático y pluralista que exige la 
Constitución política como forma de ser del 
Estado colombiano, sino que además está 
apuntando a objetivos perversos: el primero 
que podemos identificar es la necesidad de 
acallar y frenar el conflicto social, escamo-
teando las problemáticas sociales y dando 
como respuesta a ellas una huida hacia el 
derecho penal, así el disenso, que debe prote-
gerse en todo Estado que pretenda mostrarse 
como democrático, es clausurado de manera 
fulminante, no existe forma de visibilizar y 
llamar la atención sobre las innumerables 
fallas y vacíos de la política pública, porque 
quien lo haga será susceptible al tratamiento 
penal. 

Un segundo objetivo que se logra identifi-
car en esta reacción del Estado colombiano, 
es el desplazamiento y desnaturalización 
del eje de discusión, es decir, no cabe duda 
alguna en que los reclamos sociales pasan por 
el inconformismo en la manera en que desde 
los diferentes gobiernos se maneja el país, 
esto es, en la manera en que planifican (?) 
la economía, en la manera en que se maneja 
el campo, la salud, la educación, es decir 
son todos reclamos de orden político, cuya 
solución sólo y exclusivamente puede darse 
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en ese escenario, tratar de solucionar estos 
fenómenos desplazándolos inmediatamente 
al escenario del derecho punitivo es la formas 
más radical de dejarlos sin respuesta, de des-
conocerlos, de desnaturalizarlos. Lo anterior, 
indica que la mejor contribución a la solución 
de los conflictos de naturaleza social que 
puede hacer el derecho penal es extremar sus 
medios de reducción y contención del poder 
punitivo. De ese modo, el derecho penal se 
preserva a sí mismo, devuelve el problema a 
su naturaleza y responsabiliza por la solución 
a las agencias del Estado que constitucional-
mente no son sólo competentes, sino que 
tienen el deber jurídico de proveer las solu-
ciones que, desde el principio, sabemos que el 
poder punitivo no podrá suplir.

Un tercer objetivo que podemos identifi-
car, tiene que ver con la función que cumple el 
derecho penal en estos contextos autoritarios 
en donde se busca silenciar la protesta social, 
aquí el derecho penal no cumple la función 
que continuamente reclama el poder, esto es, 
de protección de bienes jurídicos, sino que 
más bien cumple un papel aleccionador, de 
disciplinamiento puro, pues la criminaliza-
ción de la protesta social va más allá de los 
casos puntuales, lo que busca es convertirse 
en un dispositivo del poder para desmovilizar, 
desmoralizar y romper con los movimientos 
sociales, para quebrar la organización popu-
lar, marcando pautas y antecedentes de lo que 
puede hacer, y son capaces de hacer quienes 
controlan el Estado, es decir, buscan mandar 
un mensaje aleccionador y disciplinante para 
quienes continúan adelantando procesos de 
movilización y protesta.

Así la normatividad penal, imbuida 
por las tesis del estado de excepción y de 
trasladar los escenarios de conflicto a la 
legislación en el sentido en que Agamben 

lo denuncia, a través de la guerra civil legal, 
sirve como proceso justificativo de los exce-
sos, los abusos, los recortes de garantías y las 
continuas violaciones a los derechos huma-
nos en el marco de las protestas ciudadanas. 
Estás situaciones de emergencia perenne, 
camuflada dentro de una normalidad solo 
aparente, constitutivas de un paradigma del 
Estado moderno, se enmarcan en mandatos 
de control globales, en lo que se ha denomi-
nado acá como el paradigma securitario, así 
el discurso de la “seguridad ciudadana” per-
mite establecer la perniciosa continuidad de 
las otrora doctrinas de Seguridad Nacional.

De esta manera, la criminalización de la 
protesta social se enmarca como política de 
Estado, una herramienta útil y necesaria para 
perpetuar los designios del neo-liberalismo 
global, así el Estado se moverá entre com-
plejos procesos de consenso y coerción, 
siendo estos últimos los más utilizados para 
controlar las manifestaciones sociales, así 
en la práctica quienes manejan y controlan 
el poder del Estado, olvidan las intenciones 
democráticas y la noción de Estado de dere-
cho que contempla la Constitución Política, 
para devenir en un proceso autoritario del 
Estado, que se nos muestra muy eficiente a 
la hora de controlar los disensos y las pro-
testas, mediante la utilización de un sistema 
penal de “seguridad ciudadana” que se aleja 
del sistema garantista inherente al Estado 
de Derecho, soslayando los más elementales 
principios que dan sustento al derecho penal 
de cuño liberal, así las agencias de control 
actúan creando y señalando enemigos para 
después encauzarlos. 

En este sentido, frente a la organización 
de los sectores populares, varias son las 
estrategias desplegadas por los gobiernos de 
turno para contener cualquier posibilidad 
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de deslegitimación y cuestionamiento que 
haga tambalear el sistema. Las metodolo-
gías varían, se combinan, en un abanico 
que va desde represiones explícitas hasta 
acciones más encubiertas, imperceptibles, 
dependiendo de los niveles de consenso 
y legitimidad presentes en la sociedad en 
general. 

Es en este proceso de criminalización 
de la protesta, que se va construyendo esa 
asociación de las acciones de protesta equi-
paradas al rango de “delito” rastrillando el 
código penal para encontrar tipos penales 
que sirvan en la judicialización, dando un 
tratamiento a la cuestión social desde lo 
penal. Aquí el derecho se nos muestra como 
fachada que intenta esconder el carácter 
político tanto de la acción de protesta como 
de la respuesta del Estado frente a la misma. 
En un proceso que bien podríamos indicar 
de fetichización, el derecho contribuye a 
la legitimación del sistema operante, pues 
actúa en el recorte de las garantías y dere-
chos de la mayoría de la población. 

Ante esta realidad, afirmamos que es 
fundamental reivindicar el derecho a la pro-
testa. El respeto por el derecho a protestar y 
disentir es una garantía democrática propia 
de un verdadero Estado de derecho, así será 
la única forma de avanzar en la democratiza-
ción real. Creemos que es preciso entender 
el derecho a la protesta desde un ámbito 
de libertad, no de prohibición, es decir, la 
ley como herramienta que permita el desa-
rrollo humano. Desde esta idea, el derecho 
penal debería ser el último recurso para el 
tratamiento de un problema social o de un 
derecho colectivo, así quienes protestan 
deban ser tratados como ciudadanos, no 
como delincuentes, ni mucho menos como 
enemigos.
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